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SENTENCIA N.° 006-12-SEP-CC-2012

CASO N.° 0792-09-FP

Juez Constitucional Ponente: Dr. Edgar Zarate Zarate

LA CORTE CONSTITUCIONAL, PARA EL PERÍODO DE TRANSICIÓN

I. ANTECEDENTES

De la solicitud y sus argumentos

Gonzalo Aníbal Luzuriaga Miraba, en su calidad de representante legal de la
empresa CANON KABUSHIKI KAISHA, amparado en lo dispuesto en el artículo
94 de la Constitución de la República del Ecuador, presenta una acción
extraordinaria de protección en contra de la sentencia emitida por el Segundo
Tribunal de Garantías Penales de Pichincha el 16 de junio del 2009 a las 15h50
dentro del juicio penal signado con el N.° 259-08-ES , por considerar que la
referida decisión judicial viola varias normas constitucionales.

El accionante señala que el 8 de mayo del 2007, su representada, por segunda
ocasión, compareció ante el Ministerio Público y solicitó mediante denuncia la
protección de sus derechos de propiedad intelectual que habían sido violentados
nuevamente por Elizabeth Beatriz Escalante Alvarado. El señor Agente Fiscal el
15 de mayo del 2007, mediante oficio N.° 119-2007-UDF, solicitó al señor Juez
Penal de Turno que emita la correspondiente orden de allanamiento e incautación
de los productos falsificados que se encontraran en el local comercial de
propiedad de la señora Elizabeth Beatriz Escalante Alvarado, diligencia en la que
incautaron 2651 toners CANON falsificados.

El 24 de septiembre del 2007 presenta la acusación particular respectiva, la cual es
aceptada a trámite. Seguidamente, el 21 de diciembre del 2007, el Dr. Luis
Enríquez, Agente Fiscal de Pichincha, emite dictamen fiscal acusatorio en contra
de Elizabeth Beatriz Escalante Alvarado. Dicho dictamen es acogido por el señor
Juez Décimo Segundo de lo Penal de Pichincha, quien emite auto de llamamiento
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ajuicio en contra de la imputada. Posteriormente, el 24 de noviembre del 2009 el
Segldo Tribunal Penal de Pichincha avoca conocimiento de la causa en cuestión.
Fn la audiencia de juzgamiento realizada el 1de abril del 2009, los señores jueces
del Segundo Tribunal de Garantías Penales, en flagrante violación de derecho al
debido proceso, resolvieron declarar abandonada la acusación particular en razón
de considerar que el documento poder por medio ^^_^^^¿^
Aníbal Luzuriaga Miraba como representante de CANON KABUSHIKI
KAISHA, no podía comprenderse ya que se encontraba en otro idioma.

Manifiesta el accionante que la única causa para declarar el abandono de la
acusación particular en audiencia de juzgamiento es la establecida en el articulo
280 del Código de Procedimiento Penal, es decir, que el acusador particular no
compareciere personalmente ala audiencia, lo cual en el presente caso no sucedió.
El documento poder por medio del cual ejerce la representación de CANON
KABUSHIKI KAISHA cumple con todos los requisitos legales pertinentes, por lo
que no existe fundamento alguno que pueda respaldar la arbitraria decisión del
Tribunal de Garantías Penales, más aún cuando el documento en cuestión
constituve un documento público al cual es aplicable la Convención de la Haya
sobre la'apostilla, convención de la cual el Ecuador es suscripto.

Finalmente, indica que analizada la legalidad y autenticidad del instrumento
público que contiene el mandato mediante el cual se ejerce la representación legal
de la empresa CANON KABUSHIKI KAISHA en el Ecuador, cuyo contenido es
de clara comprensión eidentificación, es preciso señalar que la decisión adoptada
por el Tribunal de Garantías Penales es violatoria al derecho al debido proceso al
derecho a la seguridad jurídica, a la defensa ya la tutela efectiva, imparcial y
expedita.

Pretensión Concreta

El accionante expresamente solicita, entre otras cosas, las siguientes:

"...que la Corte Constitucional con motivo de los antecedentes citados:

1-Reponga los derechos ygarantías violadas.
2-Anule el acto ilegal es decir la sentencia de 16 de junio del 2009
3- Se disponga que el Segundo Tribunal de Garantías Penales de Pichincha
convoque nuevamente aaudiencia de juzgamiento ypermita la intervención de la
empresa CANON KABUSHIKI KAISHA. "
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Auto Impugnado

Parte pertinente de la sentencia dictada el 16 de junio del 2009, por el
Segundo Tribunal de Garantías Penales de Pichincha

"SEGUNDO TRIBUNAL DE GARANTÍAS PENALES DE PICHINCHA-
Quito, 16 de junio del 2009, las 15h50.- VISTOS: ( ) QUINTO - EL JUICIO
PROPIAMENTE DICHO.- Por cuanto, pese aque se presentó quien decía ser el
representante legal de la empresa ofendida, se declaró abandonada la acusación
particular por cuanto el documento que exhibió se encontraba en otro idioma, no
identificable por el Tribunal, ypor tanto, incomprensible en su contenido- sin que
las observaciones del tribunal se haya referido ala postilla correspondiente; pues
no se dudó de la legitimidad del documento, pero no se pudo conocer su
contenido. Luego se prosiguió con la sustanciación de la causa, de conformidad
con lo que prescribe el artículo doscientos ochenta (280) del Código de
Procedimiento Penal. (...) SÉPTIMO.- La base del juicio penal es la
comprobación, conforme a derecho, de la existencia de la acción u omisión
punible, según mandamiento del Art. 252 del Código de Procedimiento Penal. Si
bien el sistema oral exige la sustentación oral de las experticias y de toda la
prueba en general, no es menos cierto que las pruebas deben actuarse respecto de
los hechos controvertidos y no de los incontrovertidos ode aquellos sobre cuya
verdad intrínseca y procesal hay consenso; excepto de los que constituyen el
núcleo del tipo penal y de los hechos que por sí mismos pueden acarrear una
duda razonable. Se debe establecer que el Tribunal no puede referirse sino a las
pruebas actuadas en eljuicio y que deben responder a los principios generales de
disposición, concentración e inmediación, como manda la norma contenida en los
Arts. 168 y 169 de la Constitución de la República. Valoración de la prueba.- c)
Objeto. (...) pues nunca se demostró enjuicio que la marca CANON cubría tal
producto ni que se encontraba registrada en el Ecuador o en el exterior.
Condición sine qua non que exigía la ley para que se configure la infracción; es
más la prueba actuada por la defensa demostró que recién, el veinte y cuatro de
marzo del año dos mil ocho se otorgó el título que acredita el registro de la marca
de producto con el logo CANON, para tintas (toners), tintas, cartuchos de tinta
llenos (toner), tinturas ypigmentos, ubicados en la clase internacional 2; esto es,
mucho tiempo después del cometimiento de la supuesta infracción, establecida en
mayo del año dos mil siete. No habiendo objeto sobre elque haya recaído el daño
que haya puesto en peligro el bien jurídico que se pretendía proteger con la ley
penal, porque dicho bien jurídico no había nacido en el Ecuador a través del
correspondiente registro, ya en nuestro país o en el exterior; que aunque
materialmente pudiera existir no ha quedado probado enjuicio; no se ha probado
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el tipo penal objetivo, lo que impide el análisis del tipo penal subjetivo, ypor
Lto, no se Jconfigurado la categoría dogmática de l°Wcf¡*™ ^
procedente pasar el análisis de las demás categorías dogmáticas del delito. Por la
ZonTexpiiestas ycon filamento en los artículos 304", 309 y311 del Código~celmiento Penalti Segundo Tribunal *Ga^P«g« ¿ePichi^
AnMTNKTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANODEfECU^myPOE¡AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN YLA LEY
ratifica el estado de inocencia, reconocido ygarantizado en la Constitución de la
República del Ecuador, ypuesto en duda el momento ^formularon de cargos y
auto de llamamiento ajuicio, realizada en contra de la señora Elizabeth Beatriz
Escalante Alvarado... ".

De la contestación y sus argumentos

Los Drs. Juan Genaro Mora Moscoso y Renato VásquezLeiva, Jueces, del
Segundo Tribunal de Garantías Penales de Pichincha, el 26 de febrero del 2010
dan cumplimiento alo dispuesto mediante providencia del 27 de enero del 2010
dictada por la Segunda Sala de Sustanciación de la Corte Constitucional, para el
período de transición, en atención a la acción extraordinaria de protección
presentada el 6de octubre del 2009 por Gonzalo Aníbal Luzuriaga Miraba en su
caHdad de representante legal de la empresa CANON KABUSHIKI KAISHA,
presentando el informe debidamente motivado.

En lo principal, los accionados manifiestan que del acta de la audiencia de juicio
del 1 de abril del 2009, consta que mediante providencia interlocutona oral se
declaró el abandono de la acusación particular presentada por el Dr. Luzuriaga,
por cuanto el poder especial que presentó al Tribunal se encuentra en idioma
japonés, sin que consten las respectivas traducciones al idioma español.

Conforme alo dispuesto en el artículo 68 numeral 3del Código de Procedimiento
Penal, se considera ofendidas a las personas jurídicas en aquellos delitos que
afecten sus intereses. En el caso, la ofendida es la persona jurídica CANON
KABUSHIKI KAISHA, y no su procurador judicial.

Señalan que una cosa es ser procurador judicial del ofendido yotra muy distinta es
ser representante legal del mismo. Bajo la primera figura el procurador judicial
puede presentar acusación particular en la etapa de instrucción fiscal anombre de
la persona jurídica, pues así lo determina el artículo 52 inciso 3 del Código de
Procedimiento Penal; sin embargo, lo que no puede el procurador judicial es
asumir por sí v ante sí la calidad de ofendido y presentarse como tal en la
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audiencia de juicio, a menos que a esa fecha sea el representante legal de la
persona jurídica, debidamente acreditado con el respectivo nombramiento legal.

El accionante no debía presentarse ala audiencia de juicio con un poder en idioma
japones ya que el mismo no iba aser entendido por el Tribunal ni por las partes
procesales razón por la cual pretender que se acepte dicho poder, implicaba una
ruptura del principio constitucional de la inmediación yla contradicción.

Ofende pensar que un documento debidamente otorgado ono, sea presentado en
idioma japonés, y que el Tribunal tenga la obligación jurídica de atenderlo o
subsanarlo, porque al hacerlo incurriría en omisión que violentaría la
imparcialidad del juzgador al favorecer auna de las partes, tomando en cuenta que
el Estado a través del fiscal también persigue el delito.

Consideran que por las razones expuestas, tanto de fondo como de forma debe
declarase improcedente la acción extraordinaria de protección propuesta por el
accionante.

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE
CONSTITUCIONAL

Competencia

La Corte Constitucional, para el periodo de transición, es competente para conocer
yresolver el presente caso, de conformidad con lo previsto en los artículos 94, 437
y 27 del Régimen de Transición de la Constitución de la República y la
Resolución 452 del 22 de octubre del 2008.

Asimismo, la Corte Constitucional es competente para conocer y resolver la
presente causa, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 52 y 53 de las
Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la Corte
Constitucional para el período de transición (normativa vigente a la época de
interposición de la presente acción).

Por otra parte, no se ha omitido solemnidad sustancial alguna que pueda incidir en
la resolución de la causa, por lo que se declara su validez.

Admisibilidad

En el presente caso, se presenta acción extraordinaria de protección en contra de la
sentencia dictada por el Segundo Tribunal de Garantías Penales de Pichincha, el
16 de junio del 2009 a las 15h50, juicio penal signado con el N.° 259-08-ES, por
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medio de la cual se ratifica el estado de inocencia, *^¡^ *^**° "£
Constitución de la República del Ecuador, y puesto en duda el momento deSS* cargos" auto de llamamiento ajuicio realizado en contra de la
señora Elizabeth Beatriz Escalante Alvarado.

En virtud de lo dispuesto por el articulo 7de las Reglas de Procedimiento para el
lercicio de las Competencia, de la Corte Constitucional pan, e penodo de
transición la Secretaria General de la Corte Constitucional, el 06 de octubre del
2009, alas 15h00. certifica que no se ha presentado otra demanda con identidad
de sujeto, objeto y acción.

La Sala de Admisión, mediante auto del 15 de diciembre del 2009 alas 12h09, de
tonfo midad con lo establecido en el artículo 6de las Reglas de Procedimiento
para el" jercicio de las Competencias de la Corte Constitucional, para el periodo
etransiión, considera que la acción e^^VN^^T^ vrequisitos de proeedibihdad determinados en los artículos 52 de dichas Reglas >
So 437 de la Constitución, ypor lo tanto admite atrámite la presente acción.

De conformidad con el sorteo efectuado por el Pleno del Organismo en sesión
ordinaria del día miércoles 13 de enero del 2010, así como con lo establecido en el
artteu o9de las Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de
a Corte Constitucional para el periodo de transición, ya fin de
trámite respectivo, correspondió al Dr. Edgar Zarate Zarate, actuar en calidad de
Juez Sustanciador.

Naturaleza de la acción extraordinaria de protección

La Constitución es norma fundamental de la cual se derivan todas las demás reglas
que rigen yorganizan la vida en sociedad, es entonces la fuente suprema del
ordenamiento jurídico que ocupa el más alto rango^ dentro de la pirámide
normativa yaella debe estar subordinada toda la legislación.

En un Estado Constitucional de derechos yjusticia, social, democrático, soberano,
independiente, unitario, intercultural, plunnacional ylaico, conforme lo establece
el artículo 1de la Constitución de la República, el objetivo principal es proteger a
la persona que lo conforma, aplicando la normativa necesaria para tal electo, sin
que esto' signifique una vulneración a los principios enmarcados en la
Constitución.

Con la vigencia de la actual Carta Fundamental, es entendible que la Corte
Constitucional sea el organismo llamado a cumplir con objetivos de defensa y
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salvaguarda de principios yderechos; en este sentido, la acción extraordinaria de
protección, establecida en el artículo 94 de la Norma Suprema, edifica una
múltiple garantía de protección a favor de la víctima de violación de derechos
constitucionales o del debido proceso, bien sea por la acción u omisión en
sentencias, autos definitivos oresoluciones con fuerza de sentencia, dictados por
un órgano de la Función Judicial; por ende, cuando se refiera a un derecho
constitucional violado por acción u omisión, su reclamo de tutela debe
sustanciarse dentro de una instancia diferente a la que expidió el fallo
presuntamente infractor; esto es que, en el caso de sentencias judiciales la
instancia distinta a la función judicial competente es la Corte Constitucional.

Así, diremos que la acción extraordinaria de protección nace como una garantía
jurisdiccional que busca proveer una manera segura de resguardar derechos que en
un proceso pudiesen haber sido vulnerados; sin embargo, resulta preciso acotar
que para la procedencia de esta acción es necesario que se hayan agotado los
recursos ordinarios yextraordinarios dentro del término legal.

Problema jurídico planteado

La Corte Constitucional, para el periodo de transición, en el presente caso deberá
resolver si la sentencia impugnada por el accionante vulneró derechos
constitucionales. Para esto, se hace necesario responder a las siguientes
interrogantes: ¿Han sido ono vulneradas las garantías básicas del debido proceso
con la expedición de la sentencia del 16 de junio del 2009? ¿Se transgrede ono el
principio a la tutela efectiva yala seguridad jurídica con la sentencia emitida por
el Segundo Tribunal de Garantías Penales de Pichincha?

¿Han sido o no vulneradas las garantías básicas del debido proceso con la
expedición de la sentencia del 16 de junio del 2009?

"Las garantías constitucionales son los mecanismos que establece la Constitución
para prevenir, cesar o enmendar la violación de un derecho que está reconocido en
la misma Constitución. Sin las garantías, los derechos serían meros enunciados
líricos, que no tendrían eficacia jurídica alguna en la realidad"1.

H Citado por Avila Santamaría Ramiro en el libro "Desafíos Constitucionales, Pág. 90". Ver doctrina sobre
l ' ^" 7S. garantias ysu relación con el Estad0 y la teoría del derecho: Antonio Manuel Peña Freiré La garantía
V ^ del Estado Social de Derecho, Madrid, Trotta, 199; Geraldo Pisarello, Los derechos sociales y sus

garant.as, elementos para una reconstrucción, Madrid, Trotta, 2007; Carolina Silva Portero, "Las Garantías
de los derechos ¿invención o reconstrucción"" ^ ~^
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Así diremos que las garantías adecuadas son aquellas que están diseñadas para
iodos los derechos reconocidos yque son eficaces porque producen el resultado
previsto, que es reparar la violación de derechos .

De acuerdo a la jurisprudencia establecida por la Corte Interamerícana de
DerechosHumanos la aplicación de las garantías del Debido Proceso no solo es
eÍgMe anivel de 1sdiferentes instancias que integran el Poder Judicial, sino que
dichas garantías deben ser respetadas por todo órgano que ejerza fundones de
carácter materialmente jurisdiccional.

El debido proceso, garantizado por el artículo 76 de la Constitución de la
República es un principio elemental, siendo el conjunto de derechos propios de
fa person sycondiciones, de carácter sustantivo yprocesal, que deben cumplirse
en p"cura de que quienes sean sometidos ajuicio gocen de las garantías para
e?e£er su derecho de defensa yobtener de los órganos judiciales yadministrativo
un proceso justo, pronto ytransparente. Camón Lugo lo define como el Dei echo
que todo justiciable tiene de iniciar oparticipar en un proceso teniendo, en todo
Z transcurso, el derecho de ser oído, de alegar, de probar, de impugnar sin
restricción alguna".

Al respecto, Arturo Hoyos manifiesta que el debido proceso es una institución
instrumental en virtud de la cual debe asegurarse a las partes en todo proceso -
legalmente establecido yque se desarrolle sin dilaciones justificadas- oportunidad
razonable de ser oídas por un tribunal competente, predeterminado por la ley,
independiente e imparcial, de pronunciarse respecto de las pretensiones y
manifestaciones de la parte contraria, de aportar pruebas lícitas relacionadas con el
objeto del proceso yde contradecir las aportadas por la contraparte, de hacer uso
de los medios de impugnación consagrados por la ley contra resoluciones
judiciales motivadas y conformes a derecho, de tal manera que las personas
puedan defender efectivamente sus derechos .

En el presente caso, el accionante manifiesta que se ha vulnerado el debido
proceso, especialmente el derecho ala defensa, yla garantía que establece que las
resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. Para verificar si
efectivamente existió una vulneración a los derechos aludidos por el accionante,
nos permitiremos realizar un breve análisis de los mismos, y dado el caso los
cotejaremos con las situaciones procesales que dieron como resultado la sentencia

' Ver HéctoTíaúndez LedesmafEl Sistema Interamericano de protección de los derechos humanos.
Asoectos institucionales yprocesales, IIHD, 3Edición, Costa Rica, 2004, p. 303o 16^Sm£S Hernández Terán en "El Debido Proceso en el Marco de la Nueva Constitucon, opúsculo,
Debido Proceso y Razonamiento Judicial", p. 13.
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SS5"nal ^ GaramÍaS Penal6S ^ PÍChÍnCha' de-° ^
El numeral 7del artículo 76 de la Constitución de la República establece "7 £/
¿erecto de las personas ala defensa incluirá las siguientes garantías: i) Nadie
podra ser juzgado mas de una vez por la misma causa y materia • /) Las
resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas...".

De esta forma se establece constitucionalmente el derecho a la defensa de toda
persona, y en tal sentido, todo tipo de actos que conlleven la privación o
limitación del referido derecho producirá en última instancia indefensión En otras
palabras esta garantía esencial es una manifestación del debido proceso. Como lo
afirma la doctrina, la relación existente entre la tutela judicial efectiva y la
prohibición de la indefensión se configuran en un único derecho: el derecho a la
tutela judicial efectiva sin indefensión.

En este orden, la indefensión es un concepto "mucho más amplio, quizá también
mas ambiguo o genérico, -que la tutela efectiva- pues puede originarse por
múltiples causas. Sólo puede prosperar su alegación cuando de alguna forma
generalmente por violación de preceptos procedimentales, se impida al acusado
ejercitar oportunamente su defensa, cuando se obstaculiza el derecho de defensa
como posibilidad de refutar y rechazar el contenido de la acusación que en su
contra se esgrime' .

En suma, el pleno ejercicio del derecho ala defensa es vital durante la tramitación
del procedimiento, porque de ello dependerá en última instancia el resultado del
mismo. Asi, el derecho de hallarse en el proceso impone al juez el deber de-
notificar al acusado y al abogado defensor con la suficiente antelación y no
excluirlos indebidamente del proceso, puesto que de otro modo no se garantiza el
derecho de las personas aexponer sus posiciones, aser oídas por los tribunales o
a presentar sus argumentos o pruebas de defensa5.

En el caso materia de nuestro estudio, consta afojas 133 del expediente el acta de
audiencia del juicio N.° 259-09 BS, la cual en su parte pertinente dice: "El
Tribunal declara abandonada la acusación particular presentada por Carlos
Luzuriaga, quien no acredita la calidad de apoderado de la empresa CANON,

Iñaki Esparza Leibar, El Principio del Proceso Debido, Barcelona, José María Bosch Editor S.A. 1995

'Ornar Huertas Díaz, Francisco Javier Trujillo Londoño yotros, El Derecho al Debido Proceso yalas
íbáñetToot p'̂ -mV0 DÍmemÍÓ" Int*™™»°l de los Derechos Humanos, Bogotá, Grupo Editorial
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porque el poder especial que agrega otorgado en país extranjero Japón-Toktoel
16 de marzo del 2007. protocolizado en la Notoria novena del cantón Qutto, el 9
de mayo del 2008. no tiene traducción a, idioma español ni de la apostilla n, del"oí notarial de Tokio-Japón..*: Como se puedeapreciarconJo
manifestado por el Tribunal de Garantías Penales de Pichincha, al declara,
Zdonai l acusación particular, se deja a, accionante er, uncomplete.esa
de indefensión puesto que éste deja de ser parte procesal ypor ende carece detülfad legal para seguí actuando en la litis. Así, resulta necesario mencionar que
no óamen se viola el derecho ala defensa, sino que también se vulnera lo
pecetüad en el artículo 280 del Código de Procedimiento Penal que
manlesnr " .Si el acusador particular no compareciere personalmente, el
tribunal penal declarará abandonada la acusación particular... .

La aseveración realizada por el Tribunal al momento de declarar penada ¡a
acus eióñ particular, claramente se contrapone con lo que prescribe el articulo
efl a oen taeas anteriores, puesto que de autos consta que e accionante, a.ñas

de comparecer de manera personal a la audiencia en su calidad de acu ador
prtcuX como representante legal de la empresa Canon también jus ifico
a ^mentadamente la ea.tdad en que comparecía, tal como se despren e pod
especial que se adjunta al proceso. El f^^SS^SS-
imnuenada con la presente acción dice: EL JUICIO FRUPlAMWia ui^n
PorZnto p^Lm.^mmicLmmj^^
a^nlnlo^uTÍchibió se encontraba en otro idioma, no identificare por el
Tnbunalypor tanto, incomprensible en su contenido... ". (Lo subrayado es de la
Cort ) Con lo anotado, es evidente que el mismo Tribunal reconoce apresencia
del atsador particular en la audiencia del juicio; sin -bargo resuelve ec ara
abandonada la acusación particular por considerar que el poder especial
presentado por el accionante no era entendible.

Del análisis del expediente se verifica que el documento que supuestamente no era
fdentfficable por efTribunal de Garantías Penales de Pichincha, constante de fojas
1a3 ha sido legalmente aceptado en las instancias previas dentro del proceso
penal' antes de que el mismo sea conocido por el Tribunal, lo que permite colegir
que su autenticidad yvalidez fueron plenamente reconocidas yque por ende pudo
ser entendido, lo que no se aleja de la realidad, puesto que de la esenturi publica
de protocolización del poder, realizada en la Notaría Novena del cantón Quito, se
evidencia que el mismo se encuentra escrito en idioma español e ingles y que
posee todos los requisitos formales para que un instrumento de Jal naturaleza surta
efecto- así lo reconoce nuestra legislación, que en el articulo 188 del Código de
Procedimiento Civil establece: "Los instrumentos públicos otorgados en Estado
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Zal^ Si "Ti™ au,enticados' ha™ "> el Ecuador tanta fe como en elEstado en que se hubieren otorgado ".

Con todo lo dicho, resulta sencillo entender que el Tribunal de Garantías Penales
con la sentenc.a expedida el 16 de junio del 2009, no solo coartó el derecho ala
defensa del accionante desde el mismo momento en que declaró abandonada a
acusación particular en la audiencia por la supuesta ausencia delacusadó
particular, lo cual, como quedó manifestado en líneas amerio es no tuv0 un
sustento legal, sino que también vulneró el principio de motivad™' conteZado
en el articulo 76, numeral 7, literal l) de la Constitución de la Repú Hca pues o
que en la sentencia impugnada, al parecer de este organismo no existe una
adecuada motivación entre la parte expositiva, motiva yresolutiva Este precepto
constituconal mdica que en toda resolución deben enunciarse normas oprincpms
jurídicos en que se fundamente yexplicar la pertinencia de su api cación7 o
antecedentes de hecho; esta norma hace de la motivación un elemento ñtegraite
de toda reso uc.ón administrativa por la que todo acto de potestad pública Sal
ono judicial debe cumplir esta cond.ción, que no se limita a I sTinvoc don

bstracta de normas, sino ala lógica ocoherente vinculación entre las norm e"
hecho olos hechos que son pertinentes atales normas. Por tanto, la motivadon «
dmi^IivT"10 'T31 en ,ant° reqUÍSÍt° °bli«atOTÍ0 de toda -anif taetónadministrativa, sino elemento sustancial yde contenido expreso que da cuenta del

ZoZL?o7r/d de!T0,uáóa que se adop,a- "ue p°r ""»«<>. p"™ -conocimiento del administrado, no sólo de las razones jurídicas atinentes a las
competencias de la autoridad, sino también de aquellas que en or n aMnte e
publico, a su conveniencia, son propias de ser adoptadas Por la motivactón se
garantiza el conocimiento del administrado de la actuación de la administración y
por ella se faculta la tutela ycontrol de las actuaciones judiciales. am'mStraC10n y

¿Se transgrede ono los principios constitucionales ala tutela efectiva yala
stTntt7 ¡Y0;" k SentenCÍa de' 16 de Juni0 del 2009' e™¡«"a por elSegundo Tribunal de Garantías Penales de Pichincha?

De lo anotado con anterioridad, es evidente la vulneración del derecho ala tutela
judicial efectiva, por la mdefensión causada al accionante. Al hablar de una tutela
efectiva yel derecho a la defensa como lo hicimos en párrafos anteriores, nos
referimos aderechos ygarantías constitucionales que deben ser respetados por
parte de las autoridades al momento de dictar sentencias o emitir
pronunciamientos, los cuales, al parecer, no fueron tomados en cuenta por el
Segundo Tribunal de Garantías Penales de Pichincha al emitir el auto impugnado
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La iegislación nos ind.ca^^^^^^^T^
cual toda persona tiene la posibilidad de acudí Aoi; org j ^que através de los ^bidos causes procesa es y on un gran ^
obtenga una decisión fundada en derecho sobe las Pre'ens™ P^ dice:
una garantía fundamental recogida en el arttculo 75 de aC—io q

cumplimiento de los principios de inmediación yceleridad.

Xs ^d" Por ías autoridades ^^^^JSZ

analizó anteriormente.

wmmmím
efectiva.

III. DECISIÓN

para el periodo de transición, expide la siguiente:

SENTENCIA

1 Declarar vulnerados los derechos constitucionales a la tutela judicial
eS£ ddebido proceso yla seguridad jurídica, previstos en los artículos
75, 76 y 82 de la Constitución de la República.

2 Aceptar la acción extraordinaria de protección planteada por el señor
Gonzalo Aníbal Luzuriaga Miraba, en contra de la sentencia emitida por el
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audiencia dd juicioso coV 5,7*' "'' eSt° "" tadel 2009. para que el acciona, N' 259"09-BS. alebrado el 1de abril
defensa ei„Vnir7rI=^^^ a,a

5. Notifíquese, publíquese ycúmplase.

X^záít?T;¿xrrede fte aprobada por ei pi™dedoctores: Roberto BhruXTelr Alf T'v' C0" S¡ete ™tOS de ,os
S-SS^^S^S£2 y
Herrera BeZcourt yRu^ Seni Pi C°n ," PreSenC¡a * '°S d°Ct0reS Patrici°acoles quince ¿¿^¿ZXSZtTJ^"^" *

JPCH/ccp/msb
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HF TL^T^A ^°RTE CONSTITUCIONAL, PARA EL PERÍODO
DE TRANSICIÓN. Quito D. M., 10 de abril 2012, las 15h00 Vistos-
Agregúese al expediente No. 0792-09-EP, el escrito de aclaración interpuesto por
la señora Elizabeth Beatriz Escalante Alvarado, respecto a la sentencia No. 006-
12-SEP-CC-2012, dictada por la Corte Constitucional el 15 de febrero de 2012 y
notificada con fecha 25 de febrero de 2012. Atendiendo lo solicitado se
CONSIDERA: PRIMERO, El Pleno de la Corte Constitucional para el Período
de Iransicion, es competente para atender el recurso de aclaración interpuesto de
conformidad con lo previsto en el artículo 94 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales yControl Constitucional. SEGUNDO, De conformidad con lo
previsto en el artículo 162 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional, las sentencias y dictámenes constitucionales son de
inmediato cumplimiento, sin perjuicio de la interposición de los recursos de
aclaración oampliación, y sin perjuicio de su modulación. Por tanto, se reitera
que las sentencias constitucionales no pueden ser objeto de modificación o
reforma, sin embargo, es posible la interposición de los recursos de aclaración y
ampliación. Es así como, la peticionaria con fecha 29 de febrero de 2012,
presenta una solicitud de aclaración de la sentencia No 006-12-SEP-CC-2012'
de 15 de febrero de 2012. TERCERO, El pedido de aclaración interpuesto se
concreta en dos puntos, el primero se aclare a qué proceso penal se refiere la
sentencia materia de aclaración, y segundo, respecto de las situaciones jurídicas
que afectan al poder acompañado por el señor Gonzalo Luzuriaga Miraba. Con la
finalidad de atender el requerimiento de aclaración, es necesario remitirse a lo
manifestado por esta Corte en la sentencia aludida. Así, en atención al primer
cuestionamiento, consta de manera clara en el primer problema jurídico de la
sentencia, a qué juicio se hace referencia, al señalar que ílen el caso materia de
nuestro estudio, consta afojas 133 del expediente el acta de audiencia deljuicio
No. 259-09 BS, la cual en su parte... ". Respecto, al segundo punto, es necesario
señalar que el mismo fue resuelto en el primer problema jurídico de la sentencia
de la referencia, siendo los argumentos expuestos claros y precisos. De esta
manera, la Corte atiende el pedido dfe ¡&laWión planteado. NOTIFÍQUESE.
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Razón: Siento por tal, que la providencia que antecede fue aprobado por el Pleno
de la Corte Constitucional, para el periodo de transición, con ocho votos de los
doctores- Roberto Bhrums Lemarie, Patricio Herrera Betancourt, Hernando
Morales Vinueza, Ruth Seni Pinoargote, Nina Pacán Vega, Manuel Viten
Olvera Edgar Zarate Zarate y Patricio Pazmiño Freiré. Sin contar con la
presencia del doctor Alfonso Luz Yunes, en sesión del día martes 10 de abril de
dos mil doce. Lo certifico.

MRB.imh

Dra. Maromeamos Benalcázar
SECRETARIA GENERAL


